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Luz Dary Lizarazo 

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz
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TEMAS:
PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / REQUISITO DE CONVIVENCIA / CARACTERÍSTICAS / DEBE SER EFECTIVA Y REAL / AUXILIO MUTUO / COMPARTIR TECHO, SALVO CONDICIONES ESPECIALES QUE JUSTIFIQUEN NO HACERLO.
En sentencias CSJ SL, 10 may. 2005, rad. 24445, CSJ SL, 22 nov. 2011, rad. 42792, CSJ SL460-2013, CSJ SL13544-2014 y más recientemente en la SL4099 de 22 de marzo de 2017, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha explicado que para acceder a la pensión de sobrevivientes, tanto los cónyuges como los compañeros permanentes, deben acreditar el requisito esencial de la convivencia efectiva, real y material entre la pareja, entendida como aquella que se predica de quienes han mantenido vivo y actuante su vínculo mediante el auxilio mutuo, esto es, acompañamiento espiritual permanente, apoyo económico y vida en común o aún en aquellos casos en los que no pueden compartir el mismo techo, pero por situaciones especiales relacionadas con la salud o el trabajo, entre otros, puesto que por esas solas circunstancias no se pierde la comunidad de vida o la vocación de convivencia como pareja. (…)
De conformidad con lo dicho por los testigos, no existe duda para la Corporación que la pensión de sobrevivientes que dejó causada con su deceso el señor José Arley Vargas Castrillón únicamente debe ser reconocida a la cónyuge supérstite Rosa Enid Osorio de Vargas, con quien convivió de manera continua e ininterrumpida desde el 5 de agosto de 1967 hasta el 28 de octubre de 2013, procurándose acompañamiento mutuo, auxilio y apoyo espiritual, características éstas que no se vislumbran, por lo menos en el último tiempo, respecto de la señora Luz Dary Lizarazo, ya que a pesar de saber que el señor Vargas Castrillón, al que consideraba su compañero permanente, se encontraba en una situación delicada de salud, no le preocupó en lo más mínimo su suerte, ya que dejó sus cuidados, auxilio, apoyo y acompañamiento en manos de su cónyuge e hijos…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

Hoy, veinticinco de septiembre de dos mil diecinueve, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la interviniente ad excludendum LUZ DARY LIZARAZO en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 28 de marzo de 2019, así como el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, dentro del proceso que promueve la señora ROSA ENID OSORIO DE VARGAS, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2015-00329-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Rosa Enid Osorio de Vargas que la justicia laboral declare que en su calidad de cónyuge supérstite del señor José Arney Vargas Castrillón tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a que cancele la prestación económica desde el 28 de octubre de 2013, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que el señor José Arney Vargas Castrillón fallecido el 28 de octubre de 2013, ostentaba la calidad de pensionado desde el 24 de mayo de 1988, de acuerdo con la resolución Nº 02491 de 10 de octubre de 1988; el 5 de agosto de 1967, ella y el pensionado fallecido contrajeron matrimonio, momento a partir del cual mantuvieron una convivencia continua e ininterrumpida hasta la fecha de su deceso; de esa relación nacieron tres hijos que responden a los nombres de Jorge Didier, Martha Lucero y Jaime Humberto Vargas Osorio, todos mayores de edad al momento del deceso de su progenitor; el 18 de noviembre de 2013 solicitó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, pero la Administradora Colombiana de Pensiones dejó en suspenso el reconocimiento de la pensión por existir otra persona reclamando el derecho, decisión que fue adoptada en la resolución Nº GNR 194801 de 30 de mayo de 2014, la cual fue confirmada en las resoluciones Nº GNR 262100 de 17 de julio de 2014 y VPB 4426 de 27 de enero de 2015.
Al contestar la demanda –fls.76 a 79- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó el contenido de los actos administrativos relacionados anteriormente y frente a los demás hechos manifestó que no le constaban. No se opuso a las pretensiones expresando que se atenía a lo que resulte probado en el proceso. Propuso las excepciones de mérito que denominó “Obligación del sistema de seguridad social sin definir” y “Prescripción”.
Por su parte la señora Luz Dary Lizarazo, quien también fue demandada en el escrito inicial, por medio de curadora ad litem dio respuesta –fls.130 a 133- manifestando que no admitía ni negaba los hechos narrados por la demandante e igualmente indicó que se atenía a lo que resultara probado en el proceso. Formuló la excepción de “Prescripción”.

Después de conferirle poder a quien en su momento fuera la curadora ad litem, la señora Luz Dary Lizarazo presentó demanda de intervención ad excludendum –fls.1 a 8 del cuaderno de intervención excluyente- solicitando el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes en un porcentaje correspondiente al 50% a su favor.

Narra que: Sostuvo una convivencia continua e ininterrumpida con el señor José Arney Vargas Castrillón en calidad de compañeros permanentes desde enero de 1987 hasta el 28 de octubre de 2013, referenciando los lugares donde asentaron esa convivencia; indicó que solicitó el reconocimiento y pago de la sustitución pensional, pero a través de los actos administrativos relacionados por la demandante inicial lo dejaron en suspenso.

Al dar respuesta a la intervención excluyente -fls. 56 a 63, cuaderno de intervención- la señora Rosa Enid Osorio de Vargas aceptó la emisión de los actos administrativos por parte de Colpensiones, pero dijo no constarle los demás hechos planteados. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito de “Inexistencia de la obligación” y “Genérica”.
En auto de 11 de enero de 2018 –fl.68 cuaderno de intervención excluyente- el despacho tuvo por no contestada la intervención ad excludendum por parte de la Administradora Colombiana de Pensiones y le aplicó la sanción procesal consistente en tener esa conducta como indicio grave en su contra.

En sentencia de 28 de marzo de 2019, la funcionaria de primer grado determinó que la señora Luz Dary Lizarazo no tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes causada con el deceso del señor José Arney Vargas Castrillón, pues si bien los testigos con los que pretendía acreditar la convivencia expresaron que ésta se dio entre ellos como compañeros permanentes entre el año 1988 y el 28 de octubre de 2013, la verdad es que posteriormente sus dichos no dan cuenta de una verdadera relación de convivencia, entendida como acompañamiento mutuo, auxilio y apoyo espiritual, ya que en los últimos meses de vida ella no estuvo pendiente de los cuidados de su salud, se desentendió completamente de él dejándolo a su suerte, al punto que ella ni su entorno familiar, que decían reconocerlo como un padre, lo acompañaron en sus honras fúnebres. 

Posteriormente indicó que no sucede lo mismo con la cónyuge Rosa Enid Osorio de Vargas, quien en el proceso demostró plenamente el requisito de convivencia con el pensionado fallecido, el cual se prolongó desde la fecha en que contrajeron nupcias y el día en el que él falleció, razón por la que reconoció el derecho a su favor a partir del 28 de octubre de 2013 en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 14 mesadas anuales, reconociendo un retroactivo pensional a favor de la masa sucesoral de la accionante del orden de $40.762.091 causado entre esa calenda y el 13 de agosto de 2018. Igualmente reconoció los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir de la ejecutoria de la sentencia.

Finalmente declaró no probada la tacha de sospecha presentada en contra de algunos de los testigos que rindieron declaración dentro del proceso.

Inconforme con la decisión, la interviniente ad excludendum interpuso recurso de apelación manifestando que en el plenario se encuentra demostrado que ella y el señor José Arney Vargas Castrillón existió una convivencia continua e ininterrumpida que inició en el año 1988 y finalizó con su deceso, motivo por el que se le debe reconocer la pensión de sobrevivientes en el porcentaje correspondiente, enfatizando que existieron algunos testimonios que no dieron fe de la realidad, lo que configuraría un falso testimonio, razón que lleva a que eventualmente se ordene compulsar copias a la Fiscalía General de la Nación para que sean investigados.
Al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones se dispuso también el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los apoderados para que presentes sus alegatos.
Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURÍDICO:

¿Acreditaron las señoras Rosa Enid Osorio de Vargas y Luz Dary Lizarazo el requisito de convivencia exigido en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003 para acceder a la pensión de sobrevivientes que solicitan?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

EL REQUISITO DE CONVIVENCIA EXIGIDO PARA ACCEDER A LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES.
En sentencias CSJ SL, 10 may. 2005, rad. 24445, CSJ SL, 22 nov. 2011, rad. 42792, CSJ SL460-2013, CSJ SL13544-2014 y más recientemente en la SL4099 de 22 de marzo de 2017, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha explicado que para acceder a la pensión de sobrevivientes, tanto los cónyuges como los compañeros permanentes, deben acreditar el requisito esencial de la convivencia efectiva, real y material entre la pareja, entendida como aquella que se predica de quienes han mantenido vivo y actuante su vínculo mediante el auxilio mutuo, esto es, acompañamiento espiritual permanente, apoyo económico y vida en común o aún en aquellos casos en los que no pueden compartir el mismo techo, pero por situaciones especiales relacionadas con la salud o el trabajo, entre otros, puesto que por esas solas circunstancias no se pierde la comunidad de vida o la vocación de convivencia como pareja.
EL CASO CONCRETO

Como se ve en el registro civil de defunción -fl.29- el señor José Arney Vargas Castrillón falleció el 28 de octubre de 2013, fecha para la cual ostentaba la calidad de pensionado por invalidez, tal y como se desprende del contenido de la resolución Nº 02491 de 10 de octubre de 1988 –fl.40- a través de la cual el extinto ISS le reconoció esa prestación económica en cuantía de un salario mínimo legal mensual vigente a partir del 24 de mayo de esa anualidad.
De esta manera, de conformidad con lo establecido en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, norma vigente para la fecha del evento, el señor José Arney Vargas Castrillón dejó causado a favor de sus beneficiarios la pensión de sobrevivientes.

En ese último aspecto, se presentaron tanto al trámite administrativo como al judicial, las señoras Rosa Enid Osorio de Vargas y Luz Dary Lizarazo denunciando la calidad de cónyuge y compañera permanente supérstites del pensionado fallecido, quedando acreditada la calidad de la primera de acuerdo con el registro civil de matrimonio –fl.32- en el que se informa que ella contrajo matrimonio católico con el señor José Arney Vargas Castrillón el 5 de agosto de 1967, sin que obre en él nota que demuestre la cesación de efectos civiles de ese vínculo eclesiástico, lo que permite concluir que el mismo se prolongó hasta el 28 de octubre de 2013 cuando él falleció.
Ahora, para demostrar el requisito subjetivo de convivencia previsto en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, la señora Luz Dary Lizarazo solicitó que fueran escuchados los testimonios de Angélica María Lizarazo (hija), Maribel Bedoya Idárraga (sobrina), Carlos Arturo Alzate (Yerno), Juan Carlos Lizarazo (hijo) y Yeimmy Tatiana Betancurt  (nuera); mientras que la cónyuge supérstite pidió que se oyeran las declaraciones de Reinaldo Vargas Castrillón (hermano del causante), Jesús Antonio Jaramillo Vargas y Celmeri Cardona González (amigos y vecinos de los cónyuges).
El grupo de testigos de la señora Rosa Enid Osorio de Vargas dio fe que los cónyuges convivieron de manera continua e ininterrumpida desde la fecha en que contrajeron matrimonio hasta el momento que se causó el deceso de él; indicaron que durante un lapso aproximado de 10 a 12 años que finalizaron más o menos en el año 1995, la pareja y sus hijos vivieron en el municipio de Chinchiná, que después de ese periodo se fueron a vivir a la ciudad de Pereira en la Calle 8 con carrera 9 y 10, barrio éste donde convivieron hasta la fecha del deceso de José Arney; sostuvieron que la pareja nunca se separó y no pueden dar fe de la existencia de otra persona, a pesar de que el señor Jesús Antonio Jaramillo Vargas indicó que en Chinchiná se decía que él tenía otra relación sentimental; por su parte la señora Celmira Cardona González si fue contundente en expresar que ella no tenía conocimiento de que el causante hubiese tenido otra relación sentimental, relatando que le parecía extraño, por cuanto ella entre los años 2008 y 2014, es decir, después del deceso de José Arley, había estado al frente de un negocio en el barrio que se ubicaba en la misma cuadra de la casa de la familia Vargas Osorio, y que era ella quien constantemente le fiaba mercado al propio causante, quien una vez le llegaba el pago de la pensión, le cancelaba lo adeudado, agregando que cuando no se saludaban a diario, preguntaba qué había pasado con él, informándosele que estaba enfermo o que había ido un par de días a visitar a su hermana en Chinchiná, pero que esto último no era habitual, sino esporádico.

Por otro lado, su hermano Reinaldo informó que no tuvo conocimiento que José Arley tuviese una relación diferente a la que sostuvo con Rosa Enid; cuando le preguntaron si conocía a la señora Luz Dary Lizarazo dijo que por el nombre como tal no, pero cuando le dijeron que era la señora que se encontraba en el pasillo, indicó que hacía muchísimos años la había visto en una cantina en Chinchiná cuando había ido con su hermano, pero que en todo caso, a pesar de la relación de confianza que tenía con él, nunca le expresó algo en ese sentido.
En cuanto al deceso del pensionado, dijeron que se había presentado como consecuencia de problemas en el corazón, dado que hacía un tiempo le habían practicado cirugía a corazón abierto; que durante el tiempo que estuvo convaleciente fueron sus hijos quienes velaron por sus cuidados, debido a que su cónyuge estaba impedida por problemas de salud para hacerlo, cuidados que se mantuvieron hasta la fecha de su muerte; finalmente indicaron que fue su familia y amigos cercanos los que estuvieron en sus honras fúnebres.
Por su parte el grupo de testigos oídos a instancia de la interviniente ad excludendum, señalaron que el causante y la señora Luz Dary Lizarazo iniciaron su convivencia en el municipio de Chinchiná en el año 1988, cuando ella estaba en embarazo de la última de sus tres hijos, ninguno de ellos del señor José Arley con quien no procreó; afirmaron que esa convivencia se extendió hasta el final de sus días, sin embargo, cuando se les preguntó sobre los últimos años y meses de vida del causante, no hubo coincidencia en sus dichos, pues mientras algunos mantuvieron la versión consistente en que él siempre estuvo conviviendo con la señora Luz Dary, otros expresaron que los chequeos de salud debía efectuárselos en la ciudad de Pereira, por lo que él debía trasladarse a esta capital con frecuencia, pero a pesar de ello continuaron afirmando que eso no había interrumpido la relación; al seguir indagando al respecto, más exactamente su nuera Yeimmy Tatiana Betancurt reveló que aproximadamente unos cinco meses antes de su deceso, él se trasladó a la ciudad de Pereira donde le hicieron una intervención quirúrgica, que a esas diligencias no lo acompañaba el entorno familiar de Luz Dary, ya que realmente en toda esa época hasta el día del deceso, fue la familia del señor José Arley, refiriéndose a su cónyuge y sus hijos, los que velaron por sus cuidados, y que verdaderamente esa era una situación que siempre se presentaba cuando él tenía que realizarse chequeos médicos, es decir, que en esas circunstancias nunca era acompañado por ellos.
Finalmente fueron coincidentes todo ese grupo de declarantes en manifestar que el día del deceso, el señor Vargas Castrillón se encontraba con su familia de Pereira, resaltando que él nunca había dejado a la señora Rosa Enid y que Luz Dary era conocedora de eso, agregando que ésta última supo de la muerte de José Arley un día después del evento, por cuanto el mismo 28 de octubre de 2013 había muerto un hermano, lo que le produjo un fuerte impacto emocional; en todo caso, expusieron que ni Luz Dary ni ninguno de sus hijos, quienes dijeron reconocerlo casi como un padre, lo acompañaron en sus exequias.

De conformidad con lo dicho por los testigos, no existe duda para la Corporación que la pensión de sobrevivientes que dejó causada con su deceso el señor José Arley Vargas Castrillón únicamente debe ser reconocida a la cónyuge supérstite Rosa Enid Osorio de Vargas, con quien convivió de manera continua e ininterrumpida desde el 5 de agosto de 1967 hasta el 28 de octubre de 2013, procurándose acompañamiento mutuo, auxilio y apoyo espiritual, características éstas que no se vislumbran, por lo menos en el último tiempo, respecto de la señora Luz Dary Lizarazo, ya que a pesar de saber que el señor Vargas Castrillón, al que consideraba su compañero permanente, se encontraba en una situación delicada de salud, no le preocupó en lo más mínimo su suerte, ya que dejó sus cuidados, auxilio, apoyo y acompañamiento en manos de su cónyuge e hijos, al punto que al momento de su deceso, más allá de que hubiera podido tener otra pérdida, prefirió acompañar en sus honras fúnebres a su hermano, que a la persona que supuestamente le había procurado un mejor bienestar y a quién, supuestamente, sus hijos reconocían como un padre; situaciones éstas que no permiten entender que esa separación se produjo por circunstancias especiales de salud, pues la demandante ad excludendum no tenía ningún impedimento para dirigir sus esfuerzos en velar por el cuidado del señor Vargas Castrillón, sino que realmente se presentó porque la relación existente entre ellos no tenía la vocación de integrar un grupo familiar.
Dilucidado lo anterior, tenía derecho entonces la señora Rosa Enid Osorio de Vargas, fallecida el 13 de agosto de 2018 como se ve en el registro civil de defunción –fl.177- a que se le reconociera la pensión de sobrevivientes a partir del 28 de octubre de 2013 en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente, pero por 13 mesadas anuales, ya que la causación de ese derecho se hizo efectivo con la muerte del señor José Arney Vargas Castrillón, fecha en la que ya estaba vigente el Acto Legislativo 01 de 2005.
Así las cosas, de acuerdo con la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, tenía derecho la demandante a que se le reconociera un retroactivo pensional del orden de $42.552.818 y no la suma de $40.762.091, sin embargo, como esa decisión no fue controvertida por la parte interesada, la misma se conservará al haberse dispuesto el grado jurisdiccional de consulta a favor de Colpensiones, en aplicación del principio de la no reformatio in pejus, siendo oportuno advertir que ninguna de las mesadas causadas se encuentra cobijada por la prescripción.

Como lo definió el juzgado de conocimiento, dicho retroactivo pensional debe ser puesto a disposición de la masa sucesoral de la señora Osorio de Vargas.

Como el reconocimiento de la pensión se había dejado en suspenso por existir controversia entre posibles beneficiarias, se mantendrá la orden impartida por la falladora de primera instancias consistente en ordenar el reconocimiento de los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 sobre el retroactivo pensional, pero a partir de la ejecutoria de la sentencia.

Finalmente frente al pedido de compulsar copias a la Fiscalía General de la Nación para que se investiguen algunos de los testimonios rendidos dentro del proceso, al evaluar cada uno de ellos, no encuentra la Sala que los declarantes hayan incumplido con su deber como testigos y por lo tanto no hay lugar a darle trámite a dicha solicitud.

Costas en esta instancia a cargo de la interviniente ad excludendum en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR el ordinal CUARTO de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito, el cual quedará así:
“CUARTO. A. DECLARAR que la señora ROSA ENID OSORIO DE VARGAS tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes causada con el deceso de su cónyuge JOSÉ ARNEY VARGAS CASTRILLÓN a partir del 28 de octubre de 2013 en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales.

B. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor de la masa sucesoral de la señora ROSA ENID OSORIO DE VARGAS por concepto de retroactivo pensional causado entre el 28 de octubre de 2013 y el 13 de agosto de 2018, la suma de $40.762.091”
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia recurrida.
TERCERO. CONDENAR en costas en esta instancia a la señora LUZ DARY LIZARAZO en un 100%
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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